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25 Foja 13
Exp. 832/2020/2 

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 832/2020/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: ******* ******** *********.

	DEMANDADA: POLICIA VIAL DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, QUIEN APLICO LA BOLETA DE INFRACCIÓN 40359.

	MAGISTRADA: HEIDY YAZBE RUIZ ALVARADO.

	SECRETARIO JURISDICCIONAL: ADRIÁN GARCÍA SORIA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintiuno de junio de dos mil veintiuno. 

V I S T O, para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 832/2020/2, promovido por el C. ***** **** ********, por propio derecho, y quien señaló como autoridad demandada a la Policía Vial del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, quien aplicó la boleta de infracción 40359; y,
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal, el veintitrés de noviembre de dos mil veinte, compareció el C. ******* ******** *******, por su propio derecho, a promover demanda de juicio contencioso administrativo en contra de la Policía Vial del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, quien aplicó la boleta de infracción 40359, señalando como acto controvertido el siguiente:

 “…boleta de infracción con número de folio 40359…”

II.- A través del acuerdo de veinticuatro de noviembre de dos mil veinte, se tuvo por admitida la demanda en contra del acto precisado en el resultando anterior, y se ordenó correr el traslado correspondiente a la autoridad demandada para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinentes; dándose vista además al superior jerárquico de dicha autoridad.
III.- Mediante proveído de ocho de enero del año en curso, se dio cuenta con el oficio presentado por el Director de Tránsito y Policía Vial de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, y con el diverso oficio sin firma a nombre de la integrante de la Policía Vial Alicia Velarde González, y en virtud de su contenido se ordenó glosar sin más trámite el oficio signado por el superior jerárquico de la autoridad demandada sin que se tuviera por formulada su contestación al no figurar como autoridad demandada en el presente juicio; y en relación con el oficio presentado por la C. Alicia Velarde González, al no contener firma autógrafa se tuvo por no contestada la demanda de su parte. En consecuencia se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas únicamente por la parte actora.
Finalmente, se señalaron las doce horas del cuatro de febrero del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Por auto de veintidós de febrero de dos mil veintiuno, se certificaron los plazos en que este Tribunal suspendió actividades jurisdiccionales a partir del veintisiete de enero de dos mil veintiuno con motivo de la contingencia sanitaria derivada del SARS-CoV2 (COVID-19); reanudándose la actividad jurisdiccional de este Tribunal el mismo día del referido auto.
Por último, se ordenó diferir la audiencia final señalada en el auto de ocho de enero de dos mil veintiuno, fijándose para su desahogo las diez horas del treinta de marzo del año en curso.
V.- En la fecha y hora fijadas en el auto descrito en el resultando que antecede se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en la cual el Secretario de Acuerdos dio cuenta de las actuaciones en autos. Asimismo tuvo por desahogadas las pruebas de la parte actora, ofrecidas en tiempo, dada su propia y especial naturaleza; hizo constar que no había pruebas pendientes por desahogar. Certificó que ninguna de las partes formuló alegatos, y una vez cerrada la audiencia se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio contencioso administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, párrafo segundo, 2°, y 7°, fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, y 42 párrafo segundo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Segunda Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta al C. ******* ******** *******, la personalidad e interés jurídico del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que en la boleta impugnada aparece como el infractor, lo cual resulta suficiente para esta Sala para acreditar su interés, dado que conforme a lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, los responsables por la comisión de las infracciones y, por tanto acreedores a las sanciones a que se refiere el capítulo correspondiente de dicha Ley, son los conductores y propietarios de los vehículos en que se cometió la infracción, sin que se precise en que supuesto cada uno resulta ser acreedor a la sanción y su responsabilidad, de ahí que baste que se le señale como infractor para demostrar tal interés.
Por otro lado, respecto a la autoridad demandada por auto de ocho de enero del dos mil veintiuno, se tuvo por no contestada la demanda.
TERCERO.- La Litis planteada en este juicio contencioso administrativo consiste en determinar si la boleta de infracción identificada con el número de folio 40359 fue emitida de manera legal o ilegal, atendiendo a los conceptos de impugnación que se hagan valer en su contra.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por el accionante en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio de ésta Sala Unitaria en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio, aunado a ello, en el caso concreto la autoridad demandada no presentó ante este Tribunal legalmente oficio o escrito en el cual invocara causal alguna, por ello se estima que no existe impedimento alguno para entrar al estudio de la legalidad de la resolución impugnada atendiendo a los argumentos de ilegalidad propuestos por la parte actora del presente juicio.
QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se encuentran localizados de la foja 6 a 11 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal, se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer. Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618”
SEXTO.- En el primer concepto de impugnación que hace valer el impetrante en su escrito inicial de demanda, así como en los apartados denominados “autoridad emisora o a quien se le atribuye la resolución impugnada”, “pretensión que se deduce en juicio”, y “hechos” de la citada demanda, arguye medularmente que la boleta impugnada es ilegal en virtud de que contraviene lo dispuesto en los artículos 16  y 21 Constitucionales, 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, 170 y 173 fracción IX del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, dado que no reúne los requisitos de legitimación y validez como son la identificación plena de la supuesta Policía Vial demandada.
Lo cual señala en razón de que a su dicho la supuesta policía vial en ningún momento se presentó con el actor mostrando una identificación oficial que la acreditara como autoridad competente, para que este último se cerciorara si estaba ante una autoridad y si los datos que aparecen en dicha boleta y la firma que calza pertenecen en realidad a la persona que elaboró dicha boleta, quedando en duda si es autoridad competente facultada para detener al actor y bajarlo del vehículo sin orden judicial, realizar infracciones y ordenar que su vehículo fuera remitido a la pensión vehicular.
En el presente caso la autoridad demandada, fue omisa en formular dentro del plazo legal de manera formal su contestación de demanda.

A juicio de esta Sala, una vez analizados los argumentos y las constancias que obran en autos se estima que el concepto de impugnación y motivos de disenso que hace valer el demandante resultan infundados, por las consideraciones legales que se desarrollarán a continuación:
En primer lugar, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; ello implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

(resaltado proprio)

De igual manera, refuerza lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado. Séptima Época; Registro: 238369; Instancia: Segunda Sala; Tesis aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volumen: 80, Tercera Parte; Materias: administrativa y común; Página: 36"

Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

Ahora bien, en concordancia con lo que alega el actor relativo a que la autoridad demandada no cuenta con facultades para levantar infracciones, debe precisarse que en la boleta de infracción impugnada que en copia simple exhibió el hoy actor al señalar que la original la entregó al momento de pagar la sanción correspondiente, la cual no pierde valor probatorio pleno pues constituye propiamente el acto del que se queja el actor y en virtud de ser emitido por una autoridad en sus funciones según lo establece el artículo 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se hizo constar por la autoridad demandada una serie de fundamentos para justificar las facultades de emisión del citado acto, lo cual circunstanció de la forma siguiente:

“CONFORME A LAS FACULTADES CONFERIDAS EN EL ARTÍCULO 21 PÁRRAFO IX (NOVENO) DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS; 1, 2, 3 Y 4 DE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA; 1, 2 Y 4 DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 1, 2, 4, 13 Y 15 FRACCIÓN VI Y 16 DE LA LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 1, 2 Y 4 DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P.; LLEVANDO CABALMENTE EL PROCEDIMIENTO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 82, 84, 89, 90 Y 91 DE LA LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; 170, 171, 172 Y 173 DEL REGLAMENTO DE TRÁNSITO MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P…”
En consecuencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 21 párrafo noveno de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos –citado en el texto de la boleta impugnada por la autoridad demandada-, se advierte que la seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de conformidad con lo previsto en la propia Constitución y las leyes en la materia. Asimismo se desprende que la seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley, en las respectivas competencias que la Constitución señala. En tanto que la actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución.
Así las cosas, debe entenderse que el municipio a través de su cuerpo policial es al que corresponde, entre otras cosas, preservar el orden público de conformidad con la Constitución y las leyes de la materia, de ahí que la seguridad pública comprenda la prevención, investigación y persecución de delitos, pero no solo dichos tópicos, sino que también comprende la sanción de las infracciones administrativas, en los términos de la ley respectiva.

En ese orden, de lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, se desprende que, además de su carácter de orden público e interés general, tiene sustento en lo dispuesto en el artículo 115 fracciones II y III de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 y el artículo 114 fracciones II y III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí
, que establecen propiamente, entre otras cuestiones, la facultad reglamentaria de los municipios para instrumentar los reglamentos y disposiciones administrativas que regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia; y que los servicios públicos que se encuentran a cargo de los municipios, entre otros, son la seguridad pública en términos de lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución General, la policía preventiva municipal y el tránsito.
Lo cual coincide con lo dispuesto en el artículo 1° párrafo tercero de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí 
–citado en el cuerpo de la boleta impugnada-, que establece que el servicio público de tránsito es considerado como una función de seguridad pública en términos de la Ley de Seguridad Pública del Estado, al cual le son aplicables sus objetivos y principios.
En otro aspecto, conforme a la Ley de Tránsito previamente mencionada, de acuerdo a su artículo 6° fracción I, se desprende que el concepto Agente de tránsito define al policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito que correspondan.
Aunado a lo anterior, el Título Segundo denominado de las Autoridades de Tránsito y sus atribuciones, en particular el artículo 9° de la Ley establece que son autoridades municipales en materia de tránsito, los ayuntamientos, los presidentes municipales y el Director, aclarándose que las direcciones de seguridad pública municipal, de tránsito o su equivalente a cargo de estos últimos, sea cual sea la denominación que se establezca en los reglamentos municipales, son un cuerpo de seguridad pública en términos del artículo 22 fracción II de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí
.
Por cuanto hace a las atribuciones propiamente establecidas para cada una de las autoridades de tránsito el artículo 15 de la citada Ley de Tránsito establece en sus fracciones VI y VII, -utilizado como fundamentación de la boleta de infracción- que son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial, entre otras, elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la Ley de tránsito y sus reglamentos; así como sancionar a los sujetos infractores de la Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales.
Asimismo, de lo que dispone el artículo 16 de la Ley de Tránsito –también citado en la boleta-, podemos considerar que los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir la citada Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de aquella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.
En relación con lo anterior el artículo 4° de dicha disposición normativa establece que todo usuario de las vías públicas está obligado a obedecer las disposiciones contenidas en la Ley, así como los dispositivos para el control de tránsito y las indicaciones de los elementos y agentes de tránsito.

Ahora bien, particularmente de los dispuesto en los artículos 170 y 171 del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, citados por la demandada en la boleta de infracción, se desprende que cuando el conductor de cualquier vehículo esté cometiendo alguna infracción a las disposiciones en materia de tránsito, contenidas en el Reglamento en mención y demás ordenamientos jurídicos que regulan la materia, el policía vial debe detener la marcha del citado vehículo. Con la restricción de que ningún vehículo puede ser detenido por policía vial que no porte su placa (gafete o credencial) de identificación con el número y nombre perfectamente visibles, ni tampoco por agente de tránsito que, aún portando la placa de identificación respectiva, utilicen al efecto vehículos, motocicletas o bicicletas no oficiales.
Enseguida, se desprende del segundo de los preceptos en mención que, cuando el conductor cometa una infracción a las disposiciones del reglamento y demás disposiciones aplicables, el policía vial procederá de la manera siguiente:

· Indicará al conductor que detenga la marcha de su vehículo en un lugar seguro para él, como para los demás usuarios de la vía pública; 

· Se identificará con su nombre y número de placa (gafete o credencial);
· Señalará al conductor la infracción que cometió y le indicará el o los artículos que lo fundamenta, así como la sanción que proceda por la infracción conforme a la Ley de Ingresos para el Municipio; 

· Solicitará al conductor la licencia de conducir y la tarjeta de circulación, documentos que serán entregados para su revisión, y devueltos en el mismo sitio inmediatamente después de que los hubiese revisado, salvo que proceda su retención; 

· Si el vehículo se haya estacionado o no se encuentra persona que pueda o quiera atender el requerimiento del policía vial, éste elaborará la boleta fijándola en el parabrisas con los requisitos del artículo 173 de este reglamento; 
· Una vez efectuada la revisión de los documentos y de la situación en la que se encuentra el vehículo, si éstos están en orden, el policía vial procederá a llenar la boleta de infracción en forma manual o electrónica, de la que extenderá una copia al interesado.
Finalmente, en lo que corresponde a la emisión de la boleta de infracción impugnada, del artículo 172 del citado Reglamento de Tránsito, se desprende que las sanciones en materia de tránsito de vehículos, señaladas en dicho reglamento y demás disposiciones jurídicas, serán impuestas por el policía vial que tenga conocimiento de su comisión, y se harán constar en las boletas sobre formas impresas y foliadas, en la forma tradicional con block de infracciones o mediante métodos electrónicos, en tres tantos que se distribuirán conforme lo señala el artículo 92 de la Ley de Tránsito del Estado.

En ese sentido, no cabe duda para esta Juzgadora que en la boleta de infracción se citaron los fundamentos que regulan las facultades con que contaba la policía vial demandada para emitir el acto impugnado, razón por la cual se estima que la fundamentación de las facultades que precisa el actor en su demanda como son: ordenar la detención del vehículo sin orden judicial y realizar infracciones por parte de la demandada (artículos 171 y 173 del reglamento de tránsito en cuestión), cumplen con lo establecido en los artículos 16 y 21 Constitucionales, pues si se encuentran correctamente establecidas en el acto impugnado, el cual constituye parte la función propia del servicio de seguridad pública.

Ahora bien, por cuanto hace al señalamiento del demandante de que la policía vial en ningún momento se presentó con el actor mostrando una identificación oficial que la acreditara como autoridad competente, para que se cerciorara si estaba ante una autoridad conforme a los datos que aparecen en dicha boleta, esta Juzgadora estima que el mismo resulta infundado e insuficiente para declarar la nulidad del boleta de infracción impugnada, ello en virtud de que, si bien se ha señalado que en la boletas de infracción se debe asentar de manera fundada y motivada una serie de elementos mínimos, no menos cierto es que la forma de hacer constar que en el momento de su levantamiento se llevaron a cabo las formalidades respectivas es señalando esa circunstancia en el acto mismo, es decir, haciendo constar que de identificó ante el conductor a quien ordenó detuviera la marcha del vehículo.
Enseguida, si bien el actor niega que la policía vial se haya presentado mostrando su identificación oficial que la acreditara como autoridad, la carga probatoria en el caso particular a juicio de esta Juzgadora no se revierte a la autoridad demandada, dado que aunque esa negativa no implica la afirmación de otro hecho, las normas que rigen el acto administrativo como son la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí y el Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, en sus artículos 91 fracción II; 171 fracción II y 173 fracción II, respectivamente, establecen la responsabilidad del policía de asentar los datos de la credencial con que se identificó, por tanto la obligación legal de asentar en la boleta de infracción los datos de identificación del policía vial, se colma y se prueba con la forma en que se circunstanció por parte de la demandada el hecho de su identificación en relación con los datos del documento identificatorio, lo cual es acorde con la tesis aislada que el propio demandante cita en su demanda relativa a la forma de asentar los datos de identificación que garanticen la seguridad jurídica y legalidad de los actos como el que se impugna.

En ese sentido, debe precisarse que contrario a lo que afirma el demandante no sucedió, a juicio de esta Sala se encuentra plenamente acreditado que la demandada se identificó con el hoy actor con la circunstanciación que en la propia boleta de infracción asentó la policía demandada, la cual se encuentra contenida en la parte conducente del apartado observaciones de la boleta de infracción impugnada, de donde se advierte que precisó lo siguiente:
“Se tiene contacto visual con vehículo circulando con falta de precaución, marcándole el alto, presentándome como policía vial, percatándome aliento a alcohol, indicando que baje…”
Asimismo, del apartado de la boleta de infracción impugnada denominado datos del policía vial, se desprende que la demandada asentó lo siguiente:

“Imagen digitalizada”
Para conocer mejor los datos que expresamente contiene la boleta antes reproducida se elabora un cuadro a continuación con los datos específicos del apartado que interesan a la presente resolución:

	DATOS DEL POLICIA VIAL

	NOMBRE:
Velarde González Alicia

	N° DE GAFETE 

16047
	CARGO

Policía Vial 
	VIGENCIA

01 de Julio al 31 de diciembre del 2020.

	GAFETE EXPEDIDO POR:

Dirección General de Seguridad Pública Municipal y del Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez.


De lo anterior, se desprende que al señalar específicamente la policía vial que se presentó con tal carácter ante el conductor ahora infraccionado y del llenado en el recuadro correspondiente del requisito de la circunstanciación de los datos de la credencial con que se identificó la autoridad demandada relativas al nombre, cargo, el número de credencial, su vigencia de seis meses, así como la autoridad que expidió dicha credencial, a juicio de esta Sala se cumplen con los requisitos a que hace referencia el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, así como el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, mismos que se relacionan con lo dispuesto en la fracción II del artículo 171 y 173, fracción II, ambos del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí.

A mayor abundamiento, se advierte que la credencial con que se identificó la policía vial, dada su vigencia en la fecha, hora y lugar en que sucedieron los hechos, dicha autoridad demandada sí contaba con facultades para emitir el acto impugnado, puesto que fue precisamente el Director General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, quien expidió la credencial con que se identificó dicha Policía y que le facultó para aplicar la boleta de infracción que se controvierte.
Con lo anterior, a consideración de esta Sala se encuentra acreditado de manera fehaciente que la demandada, al momento de emitir el acto que se combate, sí se identificó plenamente con el actor, al señalar por un lado que se presentó como policía vial –no obstante la negativa del actor-, y por otro debido a que agregó los datos de la credencial a que hace referencia el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública Estatal, la cual fue emitida por una autoridad dentro del ámbito municipal facultada para ello, inclusive con una vigencia de seis meses, al establecer en periodo de vigencia del  primero de julio al treinta y uno de diciembre del año dos mil veinte; lo cual resulta suficiente para considerar válida la mencionada circunstanciación, sin que se requiera que en dicha boleta se señalara aun con mayor precisión la forma en cómo se identificó la demandada, pues a juicio de esta Sala basta el señalamiento que realizó, máxime que el propio demandante firmó la boleta de conformidad sin precisar en ella objeción alguna, por tanto, se considera que no se desvirtúa la presunción de validez prevista en el artículo 93 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, que refiere que las boletas de infracción y sanción que se emitan en los términos de dicha Ley y de los reglamentos respectivos, se presumen válidas, salvo prueba en contrario. 
Ahora bien, en cuanto al argumento del actor de que la autoridad demandada no contaba con facultades para ordenar que su vehículo fuera remitido a la pensión vehicular, toda vez que el hoy actor no desvirtuó en el fondo los motivo de infracción y en consecuencia la presunción de validez que reviste al acto impugnado por lo que corresponde a la conducta infractora asentada “manejar en estado de ebriedad” en términos de lo que dispone el artículo 93 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, esta juzgadora considera que dicho motivo de disenso resulta infundado, dado que si bien en el apartado de la boleta de infracción destinado para indicar el documento u objeto retenido no se ocupó ninguna de las opciones que contiene el recuadro para identificar tal situación –tal como lo describe el actor-, no menos cierto es que en el apartado de fundamentación y motivación la policía vial citó como fundamento el artículo 161 del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento en cuestión, y en particular la fracción III del mismo dispositivo, precepto que establece en su penúltimo párrafo, entre otras cosas, que en caso de resultar en los supuestos de las fracciones I y II de dicho precepto será considerada únicamente como sanción administrativa y se elaborará infracción y se retendrá el vehículo dependiendo del resultado en los supuestos de las fracciones III y IV, razón por la cual se considera que se justifica la retención del vehículo al precisar la policía que trasladó al hoy actor con el médico legista para, por consecuencia, obtener el resultado de estado de ebriedad y la correspondiente remisión del vehículo a la pensión según se advierte del apartado de observaciones, de ahí lo infundado del argumento.
Pues cabe agregar que la policía vial agregó en el apartado de observaciones que al presentarse como policía vial con el conductor, se percató que este tenía aliento a alcohol y, en el apartado de la boleta de infracción para justificar la razón de la retención cito el artículo 43 de la Ley de Tránsito que dispone que los elementos de seguridad pública del estado y de tránsito municipal podrán retener licencias, tarjetas de circulación, placa, así como inmovilizar o arrastrar vehículos, y en el apartado observaciones señaló, entre otras cosas, que remitió como motivo de su retención el automotor que tripulaba el ahora disconforme.
Asimismo, no pasa inadvertido el señalamiento del actor al indicar que de acuerdo a sus argumentos se desprende que no puede corroborar que la firma que calza el documento impugnado pertenezca en realidad a la persona que elaboró dicha boleta, pues para desvirtuar en el presente juicio la presunción de validez de dicha boleta de infracción que se encuentra prevista en el artículo 93 de la Ley de Tránsito del Estado, se requiere seguir las reglas probatorias correspondientes.
Así las cosas, los artículos 273 y 274 fracción I, del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, aplicables de manera supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 217 del último ordenamiento invocado, establecen:
“ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

“ART. 274.- El que niega sólo estará obligado a probar:

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho…”

De los artículos anteriormente transcritos se desprende que, el actor deberá probar los hechos de su acción y el reo los de sus excepciones, y que, quien niega sólo está obligado a probar cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho.

En tanto, la manifestación de que la firma que calza el acto impugnado, en su caso no corresponde a la C. Alicia Velarde González, y que en consecuencia genera incertidumbre e inseguridad jurídica al no conocer si quien firmó se encontraba facultada para ello, envuelve la afirmación expresa de que dicha servidora no fue quien firmó tal acto administrativo –haber sido firmada por persona distinta al que se menciona como titular de la firma-, lo cual implica que la carga de probar que efectivamente dicha boleta de infracción no contiene la firma de la autoridad demandada, la tiene el actor, no obstante ello éste no ofreció como prueba de su parte para acreditar los extremos de su demanda la prueba pericial grafoscopica.

En ese sentido, se puede advertir que si el demandante tenía la intención de demostrar el supuesto estado de inseguridad jurídica relativo al desconocimiento de que la firma que calza el acto impugnado era de quien se señala como titular de la misma, debió ofrecer en el momento procesal oportuno la prueba que acreditara sus argumentos, sin embargo, no se apegó a su carga de demostrar la negativa que implicaba la afirmación de que la firma que calza la boleta de infracción impugnada no era original de quien se dice la suscribió, carga que, a consideración de esta Sala se debe desahogar con el medio probatorio consistente en la pericial grafoscopica, tal como lo establece la tesis de Jurisprudencia número III.2o.C. J/17, cuyo rubro y contenido son los siguientes:

“FIRMA, PARA DETERMINAR SU AUTENTICIDAD SE REQUIERE PRUEBA PERICIAL GRAFOSCÓPICA. Para determinar en un procedimiento judicial si la firma impugnada de falsa es o no original de una persona (autógrafa), no basta la simple comparación con otra atribuida a la misma mano que realice el juzgador, sino que es necesario llevar a cabo la verificación de su falsedad o autenticidad mediante prueba pericial grafoscópica que se aporte al sumario, ya que aunque la diferencia en la forma pudiera resaltarse con una mera observación superficial, mediante la prueba señalada se puede determinar si fue estampada por la persona a quien se considera autora, o bien, por otra distinta.”

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.

Asimismo, resultan ilustrativas al criterio de esta Sala las tesis de rubro y contenido siguientes:

“PRUEBA PERICIAL GRAFOSCÓPICA EN MATERIA FISCAL. RESULTA INDISPENSABLE SU DESAHOGO PARA DETERMINAR LA AUTENTICIDAD DE LA FIRMA IMPUGNADA DE FALSA. Las reglas para el desahogo de la prueba pericial grafoscópica se encuentran contenidas en el numeral 231 del Código Fiscal de la Federación vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, así como en el diverso artículo 146 del Código Federal de Procedimientos Civiles (aplicado en forma supletoria a la materia fiscal), los cuales establecen, en esencia, que en el auto que recaiga a la contestación de la demanda o su ampliación, se requerirá a las partes para que dentro del plazo de diez días presenten a sus peritos, a fin de que acrediten que reúnen los requisitos correspondientes, acepten el cargo y protesten su legal desempeño, apercibiéndolas de que si lo hacen sin justa causa, o la persona propuesta no acepta el cargo o no reúne los requisitos de ley, sólo se considerará el peritaje de quien haya cumplimentado el requerimiento; y que la parte que desee rendir prueba pericial, deberá hacerlo por medio de un escrito en el que formulará las preguntas o precisará los puntos sobre los que deba versar la referida probanza, respecto de lo cual el tribunal del conocimiento concederá, a las demás partes, el término de cinco días para que adicionen el cuestionario con lo que les interese. Asimismo, que el Magistrado instructor, señalará lugar, día y hora para el desahogo de la prueba pericial, y en caso necesario, el perito tercero en discordia será designado por la Sala Regional de entre los que tenga adscritos. De ahí que para determinar en un juicio de nulidad si la firma impugnada de falsa es o no original de una persona, no basta la simple comparación con otra que realice el juzgador, sino que es necesario comprobar la falsedad o autenticidad de la firma mediante la aportación de la prueba pericial grafoscópica, con la cual se puede determinar si fue estampada por la persona a quien se considera autora, o bien, por otra distinta, y que tal prueba se lleve a cabo con las formalidades destacadas.”

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

“FIRMA. LA PRUEBA IDONEA PARA DETERMINAR SI ES O NO ORIGINAL LA. ES LA PERICIAL GRAFOSCOPICA. La prueba idónea para determinar si una firma es o no original, es la pericial grafoscópica, por la razón de que no basta su simple comparación con otra por parte del juzgador, sino que es necesario llevar al cabo la verificación de su falsedad o su autenticidad al través de la prueba de referencia.”

TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGESIMO CIRCUITO.

Así, en el caso particular, la negativa del demandante que envuelve una afirmación de que el acto impugnado no contiene la firma de quien ahí se indica, debió ser probada mediante la prueba pericial grafoscopica, sin embargo, el actor se abstuvo de prepararla para su desahogo, es más omitió ofrecerla como prueba de su parte para acreditar el supuesto motivo de ilegalidad.

Por tanto, esta Sala Unitaria considera que al no haberse desahogado la prueba correspondiente para determinar si la firma que calza la boleta de infracción -misma que resultaba necesaria e imprescindible-, además de no haberse ofrecido algún otro medio probatorio para demostrar la negativa que implicó la afirmación de que la boleta fue firmada por una persona distinta y sin facultades, deviene inconcuso que resulta infundado el argumento en estudio, dado que, para la verificación de que la firma que contiene el citado documento no constituye la original de quien ahí dice la suscribió, al constituir necesariamente un aspecto que para dilucidarse requiere de elementos de la ciencia que requieren conocimientos científicos, para que esta juzgadora lograra determinar lo aducido por el demandante, se requería del apoyo del dictamen emitido por personas versadas en la materia, sin que la parte actora permitiera se aportara en juicio el referido dictamen. Aunado a que, como se ha dicho, el demandante no ofreció diverso medio probatorio con el cual apoyara su argumento.
Por otro lado, en cuanto al segundo concepto de impugnación que la parte actora hace valer en su demanda, debe precisarse que el mismo consiste en la pretensión del accionante de que una vez declarada la nulidad de la boleta impugnada, le sea devuelta la cantidad que dice haber pagado por concepto de multa y pensión, esta juzgadora estima que dicho concepto resulta inatendible por inoperante en virtud de que en el mismo no se construye argumento alguno con el cual se pretenda justificar la ilegalidad del acto impugnado, pues únicamente se basa en señalar y respaldar que una vez declarada la nulidad de la boleta se ordene la devolución de la cantidad supuestamente erogada, de la cual, no obra constancia alguna que acredite que el demandante realizó tal erogación.

Resulta aplicable por analogía al caso la jurisprudencia I.6o.C. J/21, emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XII, Agosto de 2000, Página: 1051, en la cual se resolvió lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO.  Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1186/95. Sistemas de Alimentos Rápidos, S. de R.L. de C.V. 9 de agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique R. García Vasco. Secretario: Rogelio Saldaña Hernández.

Amparo directo 7976/96. Quezadas Macías Contadores Públicos, S.C. 13 de marzo de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Sergio Ignacio Cruz Carmona.

Amparo directo 886/98. Francisco Ríos Villegas. 26 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Max Enrique Cymet Ramírez.

Amparo directo 10876/98. María del Consuelo Avendaño Galindo. 7 de julio de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Alfonso Avianeda Chávez.

Amparo directo 11736/99. Comercializadora Granda, S.A. de C.V. 26 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Víctor Hugo Guel de la Cruz.
Aunado a que dicho concepto resulta inoperante en razón de que el actor lo hace descansar sustancialmente en los diversos motivos de impugnación declarados infundados por esta Sala en el presente estudio, a lo cual resulta aplicable por analogía el criterio establecido en la jurisprudencia cuyos datos de identificación, rubro y contenido son los siguientes:
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: XVII.1o.C.T. J/4

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 1154

Tipo: Jurisprudencia

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES LOS QUE PARTEN O SE HACEN DESCANSAR SUSTANCIALMENTE EN LO ARGUMENTADO EN OTROS QUE FUERON DESESTIMADOS. Si de lo alegado en un concepto de violación se advierte que la impugnación planteada se hace descansar, sustancialmente, en lo que se argumentó en otro u otros conceptos de violación que fueron anteriormente desestimados en la misma ejecutoria, en tanto que resultaron infundados, inoperantes o inatendibles, ello hace que aquél resulte a su vez inoperante, dado que de ninguna manera resultará procedente, fundado u operante lo que en dicho concepto se aduce, por basarse en  la supuesta procedencia de aquéllos.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Con base en lo antes expuesto, esta Sala Unitaria estima que la resolución impugnada no viola lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 163 y 164 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí; 170 y 173 del Reglamento de Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, y toda vez que no se desvirtuó su presunción de legalidad de la cual goza conforme a lo establecido en el artículo 93 de la Ley de Tránsito en mención, en relación con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal en cita; con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la suscrita Magistrada, reconoce la legalidad y validez de la resolución impugnada consistente en la boleta de infracción con folio número 40359.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 42 párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se reconoce la legalidad y validez de la resolución impugnada en el presente juicio consistente en la boleta de infracción con número de folio 40359, y de sus consecuencias; de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuestos en el último Considerando de este fallo.

CUARTO.- Notifíquese personalmente al actor y a través del buzón electrónico a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Heidy Yazbe Ruiz Alvarado, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


(…)”


� Art. 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes:


(…)


II.- Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley. 


Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal…”


III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:


(…)


h).- Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva municipal y tránsito; e…”


� ARTÍCULO 114.- El Municipio Libre constituye la base de la división territorial y de la organización política y administrativa del Estado y tendrá a su cargo la administración y gobierno de los intereses municipales, conforme a las bases siguientes:


(…)


II.- Los Municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio conforme a la ley.


Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia municipal que deberá expedir la Legislatura del Estado, los bandos de policía y gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su competencia, y aseguren la participación ciudadana y vecinal.


(…)


III. Los municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes:


(…)


h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, policía preventiva municipal y tránsito…”


� ARTICULO 22. Los cuerpos de seguridad pública son:


(…)


II. En el ámbito municipal:


a) Las instituciones de seguridad pública municipales…”








